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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA LA MINISTRA LENIA BATRES GUADARRAMA EN LA CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 181/2026

El Poder Ejecutivo Federal promovió controversia constitucional contra los poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado de Hidalgo, en la que solicitó la invalidez de los artículos 18 y 26 de la Ley de Ingresos para el Municipio de Alfajayucan, Hidalgo, para el ejercicio fiscal 2026, exclusivamente en las porciones que establecen el cobro de derechos por la expedición y renovación de placas de funcionamiento, así como licencias de construcción, reconstrucción, ampliación y demolición de infraestructura en materia de telecomunicaciones.

Al respecto, el Pleno resolvió declarar la invalidez de los artículos impugnados, con el argumento de que invaden las competencias exclusivas de la Federación en materia de telecomunicaciones.

La razón de la mayoría para sostener la invalidez, fue que debe distinguirse entre derechos generales por placas de funcionamiento o licencias de construcción ordinarias, aplicables de manera indistinta a cualquier establecimiento u obra civil, y autorizaciones diseñadas específicamente para infraestructura de telecomunicaciones, porque cuando las normas se refieren expresamente a infraestructura de telecomunicaciones, dejan de operar como una regulación urbanística general y pasan a incidir en el despliegue de redes e infraestructura de un servicio público de interés general cuyo control administrativo y fiscal corresponde a la Federación.

Razones de la emisión del voto

Si bien en esencia compartí el sentido de la resolución, emito el presente voto concurrente para realizar las siguientes precisiones:
En primer lugar, compartí la invalidez del artículo 18 de la Ley impugnada, que establece el cobro de derechos por la expedición y renovación de placas de funcionamiento de infraestructura en materia de telecomunicaciones, porque coincido con el proyecto en que el artículo impugnado invade la esfera competencial de la Federación, en tanto que la CPEUM[footnoteRef:2] habilita exclusivamente al Congreso de la Unión para legislar en toda la República en materia de telecomunicaciones. [2:  Conforme a los artículos 6o., apartado B, fracción II; 28, párrafos décimo sexto y penúltimo; y 73, fracción XVII, de la CPEUM.] 

No obstante, cabe aclarar que los Municipios sí tienen competencia para expedir licencias de funcionamiento, incluso respecto de establecimientos dedicados a actividades cuya regulación se encuentre reservada a la Federación, como la materia de telecomunicaciones, siempre que dichas autorizaciones se limiten a la competencia que la CPEUM concede a ese orden de gobierno en materia de desarrollo urbano, uso de suelo, construcciones, administración de la vía pública, protección civil e imagen urbana.
En esos términos, aun cuando los municipios tienen atribuciones constitucionales para expedir licencias de funcionamiento, éstas no pueden configurarse de manera que el hecho imponible recaiga específicamente sobre la actividad cuyo control y vigilancia se encuentra a cargo de autoridades federales, ni calcularse con base en elementos propios de dichas actividades.
En este caso, la norma prevé una licencia de funcionamiento cuyo objeto es en sí mismo una actividad reservada a la federación: servicio de telecomunicaciones, con lo que incurre en una invasión competencial. Además, los términos en los que se encuentra redactada la norma también vulneran el principio de seguridad jurídica al generar un margen de ambigüedad en su interpretación, pues no está claro si la licencia es por el funcionamiento de los establecimientos o por el servicio público que prestan. Por ello, lo procedente es declarar su inconstitucionalidad.
En segundo lugar, estuve a favor de la invalidez del artículo 26 del ordenamiento impugnado, que establece el cobro de derechos por la expedición de licencias para construcción, reconstrucción, ampliación y demolición de infraestructura en materia de telecomunicaciones.
Al respecto, me separé de las consideraciones del proyecto que sostienen, esencialmente, que aun cuando los municipios tienen atribuciones constitucionales para expedir licencias de construcción o de uso de suelo, tales atribuciones deben ejercerse dentro del marco constitucional de competencias y no pueden proyectarse sobre materias reservadas a la Federación. 
En este caso, aunque no compartí las consideraciones del proyecto, estuve de acuerdo en que la norma impugnada debe invalidarse, pero por vulnerar el principio de seguridad jurídica, en tanto que su redacción es sobreinclusiva, de manera que abarca supuestos en los que la actividad municipal no se encuentra justificada. 
La competencia constitucional de los municipios para expedir licencias de construcción o de uso de suelo sí puede ejercerse respecto de edificaciones destinadas a actividades en materias de competencia exclusiva de la Federación, porque, en esos casos, la autorización municipal recae únicamente sobre la construcción o el uso de suelo, y no sobre la materia federal de que se trate.
El artículo 115, fracción V, incisos a, d, e y f,[footnoteRef:3] de la CPEUM reconoce expresamente que los municipios tienen competencia para formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal; para autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo; para intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana, así como para otorgar licencias y permisos para construcciones. Por tanto, cuando una persona pretende construir cualquier obra civil asociada a una red de telecomunicaciones, el municipio puede verificar que la obra cumpla con las normas urbanísticas, de seguridad estructural, alineamiento, imagen urbana y uso de suelo aplicables. [3:  Artículo 115. (…)
V. Los Municipios, en los términos de las leyes federales y Estatales relativas, estarán facultados para:
a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal, así como los planes en materia de movilidad y seguridad vial;
(…)
d) Autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, en el ámbito de su competencia, en sus jurisdicciones territoriales;
e) Intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana;
f) Otorgar licencias y permisos para construcciones;] 

La diferencia radica en el objeto de la autorización. Mientras la autorización federal para la operación de servicios de telecomunicaciones supone verificar aspectos técnicos de esa materia, una licencia de uso de suelo o de construcción únicamente examina aspectos urbanísticos, de construcción de la obra civil, del uso de suelo y del ordenamiento territorial, materias que sí corresponde a los municipios.
En esos términos, una auténtica interpretación sistemática de la CPEUM nos obliga a garantizar el ejercicio de las competencias que ésta concede tanto a la Federación como a los municipios; es decir, no puede asumirse que las competencias constitucionales de los municipios deben ceder frente a las competencias exclusivas de la Federación.
En síntesis, el problema constitucional no radica en determinar si el municipio está facultado para establecer una licencia de construcción específica en materia de infraestructura de telecomunicaciones, sino en los alcances que tiene dicha autorización municipal, que debe recaer únicamente sobre los aspectos asociados al ordenamiento territorial, el desarrollo urbano y la utilización del suelo.
En el caso concreto, la norma impugnada no sólo exige el pago del derecho asociado a la licencia de construcción por el levantamiento de la obra civil necesaria para la colocación de alguna antena —supuesto en el que el Municipio sí tendría competencia constitucional—, sino que incluye también la colocación de dicha infraestructura, incluso cuando no es necesario realizar la construcción de ninguna obra civil, siendo que, en este último supuesto, el Municipio no tendría injerencia en esa actividad.
En otras palabras, cuando la colocación o instalación de la antena no implica la construcción de alguna obra civil, el municipio no puede condicionar su despliegue y operación a la obtención de una licencia de construcción, porque en ese supuesto, basta con la autorización de la Federación en la materia.
Cabe señalar, además, que los términos en que está redactada la norma vulnera el principio de seguridad jurídica, en tanto que existe un grado de ambigüedad que puede llegar a suponer que basta con la autorización que se obtenga del Municipio para que se pueda construir o instalar infraestructura en materia de telecomunicaciones, prescindiendo de la autorización o permiso correspondiente de la Federación.
En consecuencia, al tener un objeto material excesivamente amplio o regular actividades cuya competencia corresponde exclusivamente a la Federación, estuve de acuerdo con que las disposiciones impugnadas fueran declaradas inconstitucionales, aunque por razones distintas a las sostenidas por la mayoría.

___________________________________________
(Este voto se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación [FIREL])
MINISTRA LENIA BATRES GUADARRAMA



Esta hoja corresponde al voto concurrente emitido en la controversia constitucional 181/2026, fallada en sesión de ocho de septiembre de dos mil veintiséis. CONSTE.
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